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Resumen:
Este trabajo retoma las reflexiones del filósofo francés Etienne Balibar en torno al concepto de seguridad, en particular sus indagaciones acerca de la potencialidad emancipatoria contenida en el derecho de seguridad tal como es presentado por la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789. Se trata de ver cómo el autor explora la dimensión política liberadora  del derecho de seguridad a partir de la disociación del concepto de seguridad de la apropiación estatista, tanto liberal como nacionalista, donde confluyen soberanía y gubermentalidad. Será a partir de una perspectiva democrático-republicana, que entiende las instituciones como testimonio de las luchas emancipatorias, como duración de prácticas políticas históricamente depositarias de un universalismo situado, que el autor retomará una idea de seguridad en sentido no inmunitario, que no suponga la expulsión del conflicto político de las fronteras de la ciudad sino su institucionalización democrática. En un contexto histórico-social como la Argentina actual, donde la sensación de inseguridad producida por los medios de comunicación masivos es muy elevada y donde el derecho de seguridad es muchas veces invocado por los políticos (tanto de la oposición como del oficialismo) y por amplios sectores de la población para justificar o exigir reforzar los mecanismos de control, vigilancia y represión estatal, la operación teórica de Balibar resulta más que iluminadora. 

A modo de introducción…
En su escrito “Derechos del Hombre y política”, Claude Lefort plantea un interrogante que abre aguas respecto a la interpretación que sobre los derechos del hombre puede hacerse: “¿pertenecen o no los derechos del hombre al campo de lo político?”[footnoteRef:1]. La interpretación tanto liberal como marxista clásica -observa el autor- reduce la política (más allá de las enormes diferencias) a las relaciones de producción o de propiedad y a las relaciones de fuerza, a la lucha por el poder, y define los derechos del hombre -derechos “universales” en cuya defensa se funda en última instancia el Estado en el primer caso, derechos formales destinados a disimular un sistema de dominación en el segundo- como algo que pertenece a una esfera autónoma de la política: la esfera del individuo. Interpretaciones que poseen serias limitaciones, más aun en una coyuntura en la cual los derechos se vuelven un recurso crítico y reivindicativo de las minorías y de múltiples movimientos sociales frente a los poderes económicos y político-estatales, donde los derechos “ya no parecen puramente formales ni destinados a disimular un sistema de dominación: vemos investirse en ellos una lucha real contra la opresión”[footnoteRef:2]. En pos de superar estas limitaciones es que Lefort realizará una relectura crítica de los derechos del hombre (particularmente del derecho a la igualdad ante la ley, la libertad de expresión, entre otros), dando cuenta de su dimensión simbólica,  de su carácter político en tanto “principios generadores de la democracia” y su potencial emancipatorio para las luchas actuales.  [1:  Lefort, C., p. 9.]  [2:  Ibíd. p., 10.] 

Será de alguna manera esta misma línea de trabajo la que Etienne Balibar intentará seguir al indagar el potencial emancipatorio contenido en el “derecho de seguridad”, derecho que aparecerá por primera vez en la Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano de 1789. En efecto, en su ensayo “…La seguridad y la resistencia a la opresión” Balibar se encarga de explorar la dimensión política liberadora de este derecho a partir de la disociación del concepto de seguridad de la apropiación estatista, tanto liberal como nacionalista, donde confluyen soberanía y gubermentalidad, pero sin capitular a un pensamiento anarquista o marxista utópico que proponga la caducidad del Estado -identificado en estas corrientes de pensamiento político como la fuente principal de la opresión. Por el contrario, será a partir de un pensamiento democrático-republicano, que piense las instituciones democráticas como testimonio de las luchas emancipatorias que el autor retomará una idea de seguridad en sentido no inmunitario, que no suponga la expulsión del conflicto político de las fronteras de la ciudad sino su instucionalización democrática. El objetivo de este trabajo será entonces poner en evidencia la operación realizada por Balibar respecto al derecho de seguridad, al mismo tiempo que intentar señalar las implicancias que dicha reflexión puede tener en el contexto argentino actual. 
La aporía de la democracia
Para comprender la operación realizada por Balibar respecto al concepto de seguridad, es necesario partir de la aporía que según el autor caracteriza a todo proceso constituyente, pero que adquiere una forma particular a partir de la democracia moderna. Según el autor, la etapa actual “no puede ser más que democrática, e incluso es necesario que represente una innovación en la historia de la democracia, una «invención democrática» en el sentido en que Claude Lefort ha dado a esta expresión”[footnoteRef:3]. ¿En qué consiste esta aporía que atraviesa a la invención, la transformación, el desarrollo de las instituciones democráticas?  [3:  Balibar, E. “¿Ciudadanía democrática o soberanía del pueblo?...” p. 170.] 

En términos simplificados, la aporía se resume en la dicotomía entre ciudadanía democrática y soberanía popular como dos formas o sentidos que adquiere el sujeto político moderno en el marco del Estado de derecho democrático. En el primer caso, el acento está puesto sobre el ciudadano cuyos derechos deben ser garantizados por el Estado y los derechos humanos aparecen como el fundamento jurídico-moral de las garantías individuales incorporadas a todo orden constitucional. En el segundo, la idea que prima es la de la soberanía del pueblo como garantía última de esos derechos pero sobre todo como fundamento político de la existencia de una esfera pública y de su autonomía en relación a los intereses particulares. Se trata, como señala Balibar, de una dualidad fundamental entre los dos sentidos del sujeto político moderno que la mayoría de las veces se ha tomado de forma antitética, privilegiándose, al menos en el caso de Europa, la primera de las alternativas en detrimento de la idea de pueblo, en tanto “sujeto de la soberanía que sería a la vez inhallable e indeseable”[footnoteRef:4].  [4:  Ibíd., p. 173.] 

Ahora bien, lo que sucede –observa Balibar- es que “el decaimiento de la referencia a la soberanía popular conduce la idea misma de la ciudadanía democrática hacia una indeterminación, incluso una disolución, del que ella no puede quedar satisfecha”[footnoteRef:5]. Y esto por tres razones principales. En primer lugar, debido a la sinonimia de las nociones de demos y de pueblo que hacen difícil, sino imposible, pensar una democracia sin la referencia al demos o al pueblo como el sujeto político donde reside el principio de la soberanía. En segundo lugar, porque se hace necesario “definir los procedimientos y los comportamientos democráticos no sólo como garantías propuestas o impuestas por el Estado a los individuos y a los grupos”, sino más profundamente como reglas que éstos se proponen e imponen mutuamente en el marco de una “comunidad de ciudadanos”, y que son así el objeto de una autodeterminación (de la autodeterminación del pueblo). Por último, por el hecho de que “la democracia no está nunca vacía de contenido social”, sino que ella se mide siempre por los derechos efectivamente otorgados a todos aquellos que están desprovistos de toda potencia que no sea la potencia de la comunidad. Y esto es imposible, “sin referencia al «pueblo» como última instancia de la legitimidad y de la decisión política en la doble significación conflictiva (…) que encierra desde su origen la noción de demos: dimensión de totalidad y dimensión «popular»”[footnoteRef:6].  El pueblo como depositario de la soberanía se encuentra en el intersticio entre lo real y lo irreal, ése es su dilema, dirá Balibar. Debe ser lo suficientemente real para existir frente al Estado, cuya legitimidad fundamenta, pero a su vez lo suficientemente irreal (en el sentido de que no debe apegarse a ninguna sustancia identitaria, ya sea étnica, cultural o ideológica particular) para no absorber a los individuos portadores de derechos. Dilema verdaderamente insoluble, dirá Balibar, pero cuya misma insistencia está en el núcleo de la dialéctica incesante de la noción de poder constituyente y de la limitación del poder. [5:  Ibíd., p. 174.]  [6:  Ibíd., p. 174.] 

En este sentido, el intento de Balibar consistirá en no pensar la relación de la ciudadanía democrática y la soberanía popular en términos antitéticos sino haciendo confluir ambos  en un mismo horizonte de sentido. Y tal intento se pondrá en juego, precisamente, cuando aborde el problema del derecho a la seguridad y la resistencia a la opresión. 
Sûreté y sécurité: los dos sentidos del concepto de seguridad
Balibar parte de la Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano de 1789, donde tal derecho figura por primera vez. Esta carta fundacional de la democracia moderna “no se refiere a la sécurité, sino a la sûreté: ésta es uno de los «derecho naturales imprescriptibles del hombre» enumerados en el artículo 2, cuya «conservación» es el objeto de toda «asociación política»”[footnoteRef:7]. En realidad, no se trata simplemente de un matiz terminológico (que en castellano no aparece), sino que este par de términos marcan un indicio sobre la constitución misma del Estado y la democracia moderna, donde confluyen un punto de vista cívico (sûreté) y estatal (sécurité) determinantes del sentido que posee la producción institucional. En el primer caso, la seguridad (sûreté), cualquiera sea la extensión que tome este término, desde la seguridad personal y la de los bienes, hasta la seguridad de la existencia, pasando por la no-retroactividad de las leyes, se piensa como un asunto o función ciudadana, como un derecho que, al igual que la libertad y la propiedad, es conquistado y reconquistado los ciudadanos que conforman el pueblo. Forma parte del sistema de derechos fundamentales “que los ciudadanos se aseguran a sí mismos en la medida en que los ejercen, en primer lugar por una insurrección liberadora, luego por la práctica cotidiana que es en el fondo la misma democracia”[footnoteRef:8]. Si la libertad y la propiedad son recíprocamente necesarias, del mismo modo “la seguridad tiene correlación con la resistencia a la opresión, que es a la vez su condición y su límite”. La seguridad tiene así un doble correlato de referencia: la seguridad del derecho individual (libertad, propiedad) y la seguridad colectiva, es decir, la resistencia a la opresión (la sufrida por uno mismo, pero también por los otros), opresión que puede venir del lado de los poderes político-estatales, como así también de los poderes económicos o tradicionales.  [7:  Balibar, E., “…La seguridad y la resistencia a la opresión”…, p. 31.]  [8:  Ibíd., p. 32.] 

A diferencia, la sécurité refiere a la seguridad “cuando los ciudadanos la reciben del Estado que ellos instituyen precisamente para que les garantice su vigencia, individual y colectivamente”[footnoteRef:9].  Esto aparece claramente en la Declaración que hace del Estado en sentido general – se habla de administración, de poder público y de orden público- un derecho del ciudadano.  [9:  Ibíd., p.33.] 

Retomando ahora los dos sentidos del sujeto político moderno que poníamos en juego anteriormente, podemos decir que en el caso de la sûreté lo que es puesto en el centro de la escena es el “poder constituyente” del pueblo en tanto fundamento político de toda constitución y de su carácter democrático, y el ciudadano en tanto sujeto de derechos es identificado como el ciudadano activo que ejerce y garantiza, en este caso, el derecho a la seguridad, tanto individual como colectivo. Por el contrario, en el caso de la securité, el hincapié está puesto en el ciudadano “pasivo” en tanto incluido en el marco de un Estado que garantiza sus derechos. 
Desde la lectura de Balibar de la Declaración de los Derechos del Hombre, “todas las funciones del Estado se subordinan a un control desde abajo, ejercido por los ciudadanos que controlan su existencia”[footnoteRef:10]. Se trata de una de las definiciones más operativas de la democracia, que hace del “poder constituyente” del pueblo un poder que sobredetermina siempre el poder del Estado. En palabras del autor: “No hay democracia sin Estado, sin duda, pero tampoco hay democracia si el pueblo no es más que la emanación del Estado, el nombre colectivo que el Estado da a sus súbditos”[footnoteRef:11]. [10:  Ibíd., p. 33.]  [11:  Balibar, E., “¿Ciudadanía democrática o soberanía del pueblo?...”, p. 177.] 

La deriva securitaria y contra-poderes
La seguridad tomada a cargo por el Estado es lo que demanda institución de la ciudadanía, en tanto el ciudadano sujeto de derechos requiere protección política. Esta es, en palabras de Balibar, la “primer deriva” securitaria. Sin embargo, existe una deriva securitaria más peligrosa, propia de la estructura de dominación estatal que hace del Estado sí en este caso una fuente de opresión. En efecto, toda dominación estatal sólo puede “construirse y legitimarse como contra-violencia, e incluso como contra-violencia preventiva, es decir, como la organización de esa otra violencia, oficialmente segunda, necesaria parara restablecer un «orden» amenazado de destrucción, de degeneración o de subversión”[footnoteRef:12]. La contra-violencia del estado posee una lógica espiral indefinida, ya que no sólo debe prevenir el desorden sino también definirlo, incluso suscitarlo. De esta forma, el Estado, a través de mecanismos inmunitarios tales como la vigilancia y el control permanentes, la represión y la criminalización, llevan a la conservación de la comunidad de toda agresión externa pero también interna y de esta forma a la expulsión del conflicto político por fuera de sus fronteras.  [12:  Balibar, E., “…La seguridad y la resistencia a la opresión”…,  p. 34.] 

La seguridad tomada en este sentido -en sus diferentes variantes: la “seguridad individual”, la “seguridad social”, la “seguridad nacional”, todas mutuamente imbricadas- es la seguridad de la fuente liberal y hobbesiana, donde confluyen soberanía y gubermentalidad. Focault es quien define la gubermentalidad como el conjunto constituido por las instituciones, los procedimientos, los cálculos y las tácticas que permiten ejercer una forma compleja de poder que tiene como meta principal, la población, como forma primordial de saber la economía política, y como instrumento técnico esencial, los dispositivos de seguridad. La gubermentalidad, mecanismo surgido a partir del siglo XVIII y a través del cual el Estado puede legitimarse, no desplaza la cuestión central de la soberanía, como así tampoco de las disciplinas (es decir, de los dispositivos que ejercen un poder de vigilancia y control constante sobre los cuerpos individuales) sino que los incorpora conformando un triángulo de soberanía-disciplina-gubernamentalidad que rige el ejercicio del poder hasta el día de hoy.[footnoteRef:13]  [13:  Cfr. Foucault, M., “La gubermentalidad”…, pp. 187-215.] 

Frente a esta deriva securitaria del Estado que hace de él un poder autónomo a los ciudadanos, un poder que los somete a múltiples controles y formas de opresión, la alternativa hay que pensarla desde el mismo concepto de seguridad, o al menos, en la formulación que este adquiere en la Declaración de 1789. Como vimos, ésta hace referencia a la sûreté, es decir, al derecho de seguridad que el pueblo no delega. La seguridad tomada en este sentido es una seguridad cívica, popular, no estatal, que se garantiza y reformula constantemente por los mismos ciudadanos, por el “pueblo” en su práctica democrática de producción institucional, que se realiza en el marco de la comunidad de ciudadanos, una comunidad sin sustancia identitaria (ideológica, étinica o cultural) y por lo tanto siempre abierta a la diferencia y el conflicto político. Es tanto la base sobre la cual se funda la misma securité, la seguridad pública, tomada a cargo por el Estado, como así también lo que permite controlar y en ciertos casos poner freno a las derivas securitarias de la dominación estatal. Esto último se comprende si volvemos sobre la estrecha relación ya señalada entre el derecho a la seguridad (surete) con el derecho de “resistencia a la opresión”, a su vez su condición y su límite, el cual refiere al derecho del pueblo de resistir aún frente al poder del Estado cuando este deviene poder autónomo. En efecto, es través de la constitución de potentes contra-poderes (forma institucional de la “resistencia a la opresión”), no sólo defensivos sino también activos, que se hace posible tener un control colectivo sobre los poderes sociales (en este caso particular, sobre el poder mismo del Estado). En la constitución de contra-poderes, y no en la desaparición del Estado en una sociedad civil hipotéticamente autónoma, es donde se pone de manifiesto el carácter verdaderamente democrático de la ciudadanía.[footnoteRef:14]       [14:  Cfr. Balibar, E., ¿Es posible una ciudadanía europea?, en Derecho de Ciudad…, pp. 47-72.] 

Pero la práctica de control, de corrección y lucha permanente del poder público que exige la ciudadanía y la vitalidad democrática no es nunca separable de la lucha de clases. Más aún: "El fondo de esta vitalidad democrática ha estado siempre constituido por la realidad del conflicto social, y éste ha configurado el contenido real de la práctica y la conciencia cívicas”, en este caso particular, de “el elemento de “seguridad” (sûreté) y de “resistencia a la opresión”, de autonomía y de contra-poder capaz de equilibrar las derivas “securitarias” del Estado[footnoteRef:15]. [15:  Ibíd., p.41.] 

Conclusión
Hemos intentando, en este breve trabajo, retomar las reflexiones de Balibar en torno al concepto de seguridad, en particular sus indagaciones acerca de la potencialidad emancipatoria contenida en el derecho de seguridad tal y como es presentado por la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789 la cual constituye una de las Cartas fundacionales de la democracia y el Estado de Derecho. En un contexto histórico-social como la Argentina actual, donde la sensación de inseguridad producida por los medios de comunicación masivos es muy elevada y donde el derecho de seguridad (sécurité) es invocado tanto por políticos como por amplios sectores de la población para justificar o exigir reforzar el aparato judicial y policial, la operación teórica de Balibar resulta más que iluminadora. Más todavía en el territorio de Córdoba, donde existe una ley inconstitucional como el Código de Faltas que sirve de instrumento de discriminación y estigmatización social, de vigilancia del espacio público, de control de las conductas y represión policial,  ley que se justifica, precisamente, a partir de la apelación a la “seguridad” (sécurité) y a la necesidad de “defensa social”. En este marco, las reflexiones de Balibar abren la posibilidad de pensar, a través del mismo derecho a la seguridad (sûreté), tanto la resistencia organizada a este tipo de mecanismos securitarios, como la constitución de la policía (institución antidemocrática por excelencia) en una “frontera de la democracia”, una frontera que debe ser desplazada y transformada desde el interior, en términos de controles y de garantías jurídicas, pero también de reclutamiento, de métodos y de relaciones contractuales con “el pueblo”. Se trata, de sugerencias aun vagas y no carentes de ambigüedad, pero que sin embargo trazan los caminos de una política de los derechos humanos capaz de desplazarnos del campo de lo “securitario” hacia la seguridad (sécurité), y de ella hacia una seguridad (sûreté) menos unilateralmente estatal, más realmente cívica, más realmente popular.
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